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MANIFIESTO POLÍTICO DE PUEDO

Aprobado por el IV Congreso Estatal Ordinario de la asociación 
Madrid, sábado 21 de enero de 2017
La asociación PUEDO de la ONCE con motivo de esta reunión congresual quiere hacer un llamamiento explícito a todo el colectivo de la ONCE y a la opinión pública en general para que tome conciencia de la situación grave que padece nuestra entidad en una etapa que debe ser decisiva para configurar el futuro de la institución, que permita preservar sus valores genuinos, ahora en evidente riesgo, y articular un proyecto de futuro, acorde con las nuevas circunstancias sociales y con las exigencias de un país más igualitario y solidario.

En este contexto, hacemos patente:

 

1º: Asistimos con estupor a la profunda desnaturalización social de la ONCE, que ha dejado de ser un instrumento efectivo para la emancipación de las personas con discapacidad visual, negándoles la venta de sus juegos, cuando no cuentan con la posibilidad de acceso a otros puestos de trabajo; precarizando su actividad laboral, mediante contratos a tiempo parcial y en la modalidad junior, lo que equivale a salarios de miseria y a horarios de esclavitud. Presionando su rentabilidad comercial con sanciones por bajo rendimiento, llegando incluso al despido laboral por esta causa totalmente ajena a la voluntad del personal vendedor con discapacidad que integra la plantilla de la ONCE.

 

2º: Estamos indignados por la competencia desleal que la propia Dirección practica con su red de ventas originaria al implantar y extender de forma descomunal el llamado Canal Físico Complementario, CFC, que supone un fuego amigo insoportable, que rompe el modelo comercial de la entidad y adquiere tintes de auténtico fraude social. Esta huida hacia delante de la política comercial ha cobrado aún más virulencia al incluir en su red a establecimientos de gran volumen operativo o comercial, como oficinas de Correos, grandes superficies e incluso Comisiones de fiestas como Las Fallas, lo que implica un impacto mortífero para nuestra red interna de consecuencias sociolaborales y vitales incalculables.

 

3º: Denunciamos que este despropósito injustificable todavía se hace más incoherente si consideramos los beneficios económicos que la institución obtiene por su contratación de personas con discapacidad, que constituye un verdadero balón de oxígeno para su política laboral. Especialmente, la exención de la cuota patronal de Seguridad Social desde enero de 2012 de toda contratación de personal con discapacidad, suponen un privilegio notorio en el marco de las políticas de empleo y de integración laboral de la discapacidad y debiera implicar un compromiso fehaciente de la entidad con la estabilidad y calidad de los puestos de trabajo ocupados por dicho colectivo en sana correspondencia social con esa excepcional y exclusiva medida protectora por parte de la Administración.

 

4º: Nos escandaliza pensar que nada de esto tiene corrección inmediata debido a la falta de control público de la entidad, cuya responsabilidad recae en el Consejo de Protectorado de la ONCE, presidido por la Ministra de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, Dolors Monserrat, puesto que la Administración no ejerce la tutela del Estado sobre la institución con un mínimo de rigor y coherencia, y mira para otro lado ante cualquier cuestión conflictiva. Es una dejación culpable, pues  es inaceptable que los derechos de ciudadanía que ostentan las personas ciegas o con otras discapacidades vinculadas a la ONCE dependan de la arbitrariedad de una institución dirigida por una élite privilegiada que pone sus intereses personales y de grupo por encima de cualquier principio objetivo de justicia social.

 

5º: Lamentamos aún con más fuerza la imposibilidad de que esa dirección rinda cuentas ante su propio colectivo social, ya que la carencia de democracia interna cierra el paso a todo proceso de cambio político interno. Con elecciones amañadas, sin pluralidad en el órgano político (el Consejo General de la ONCE) desde hace 20 largos años, con el uso de la actividad empresarial a favor de la opción que gobierna y la desaparición de la igualdad de oportunidades para el acceso a los puestos de trabajo y demás condiciones laborales, resulta inviable dar un giro democrático y social a la institución, que en otro momento gozó de una amplia participación colectiva y un debate interno saludable, lo que coincidió con su mejor etapa comercial, social e institucional, tras su democratización en 1982.
Sin embargo, nos parece engañoso y fraudulento utilizar esa fecha emblemática como propaganda de los méritos de la ONCE actual, mediante la difusión de un vídeo oficial totalmente sectario, pues desgraciadamente, sus prácticas dictatoriales superan las de la ONCE del pasado, aunque nuestro país disfrute hoy de un sistema constitucional y de una democracia consolidada.
 

6º: Afirmamos que el decaimiento de la vida democrática, de la política de servicios sociales, de la calidad y estabilidad de los puestos de trabajo, de la creación de empleo digno, etc., han determinado que la ONCE sea un triste vestigio de lo que fue, cayendo aceleradamente en una insignificancia social alarmante y en un vacío profundo como proyecto eficaz para las personas. A esto se une también su escasa cobertura respecto a la discapacidad visual como problema, pues quedan fuera de sus lindes afiliativos un número de afectados numerosos que en base a los criterios de la OMS debiera ser considerado como objeto de atención social. Igualmente, la mínima relevancia que se concede en el interno de la ONCE a las personas con discapacidad no ciegas, crea un ‘apartheid’ de la ceguera insostenible en estos tiempos de apuesta por la igualdad.

 

7º: Exigimos a la dirección de la ONCE y al grupo que la sustenta una rectificación consecuente de las políticas comerciales y laborales para que recuperemos la normalidad sociolaboral y la adecuación de las mismas a los fines sociales de la institución. Rechazamos las actitudes chulescas como la del Vicepresidente Primero del Consejo, José Luis Pinto que amenaza a los representantes sindicales con extender el CFC hasta el máximo, si las reivindicaciones continúan. No es posible seguir gobernando así la casa de todos. Estas posturas bravuconas y sectarias incapacitan a la actual dirección para conducir cualquier proceso de transición interna hacia la normalidad democrática.
Ahora que se acerca la negociación de un nuevo Convenio Colectivo es una oportunidad clara para ofrecer otro talante y sobre todo otros hechos que acrediten una mejora imprescindible de la actitud empresarial.

 

8º: Expresamos al nuevo gobierno y, especialmente a la nueva Ministra nuestra voluntad clara de diálogo, pero es fundamental que cambie la línea de actuación de la tutela y se conozca e intervenga sobre la realidad institucional de la ONCE con criterios objetivos para que el control público sea efectivo y consecuente con el carácter social de la entidad y se entienda que su funcionamiento democrático no es un aspecto opcional para sus dirigentes, sino una exigencia estatutaria, basada en los principios constitucionales.
En tal sentido, reclamamos se valore la necesidad de un nuevo modelo de participación democrática en la ONCE, a cuyo objeto pedimos se estudie nuestro proyecto congresual como una vía alternativa para dar cauce a ese cambio indispensable.

 

9º: Alertamos a los distintos grupos políticos sobre la situación actual de la entidad, les motivamos a que se informen objetivamente sobre sus problemas y solicitamos su seguimiento para contrastar la eficacia de la tutela del Estado. En su caso, recabamos hagan uso del control parlamentario sobre el ejecutivo para que se rectifique la actual deriva de la ONCE y, si fuera necesario, adopten iniciativas políticas para instar los cambios necesarios.

Singularmente, llamamos su atención sobre la urgencia de supresión del CFC y sobre la recuperación de la democracia interna para que la institución dé el paso imprescindible para su normalización política.
De igual modo, consideramos irrenunciable la inclusión de la ONCE en la Ley de Transparencia, y exigimos que, ante la modificación próxima de dicha norma, se articule el acceso a la información sobre todas sus actividades y montantes económicos derivados de las mismas.
 

10º: Apoyamos las reivindicaciones sindicales en defensa de los trabajadores, contra la precariedad laboral y contra la externalización de las ventas. Nuestros asociados participarán en aquellas opciones sindicales que entiendan cumplen mejor tales objetivos. Lamentamos las prácticas sindicales entreguistas y ventajistas de UTO-UGT en la ONCE, y pedimos a CC.OO. que haga valer su papel de sindicato más representativo en el país para exigir a la dirección de la ONCE capacidad negociadora, respuestas adecuadas y eficacia en la gestión. No es de recibo que, tras el caos informático producido durante el pasado año y cuyas secuelas aún persisten, no se haya tomado ninguna decisión correctora correspondiente a la gravedad de la crisis. Esto demuestra la endogamia del sistema y la imposibilidad de rendir cuentas cada responsable. Nosotros exigimos la dimisión o cese del Director General de la entidad, Ángel Sánchez Cánovas, pues es quien ostenta la responsabilidad última de esta catástrofe.

 

11º: Nos comprometemos como colectivo a seguir en la brecha sin descanso. Mientras las circunstancias no se modifiquen, mantendremos una rebeldía activa para defender nuestras demandas. Estamos convencidos de que existe una potencialidad democrática clara en nuestra gente y no cejaremos hasta que se pueda expresar con libertad y empuje.

PUEDO  quiere aglutinar a todos los que buscan el cambio, no como un objetivo para sus siglas, sino como apuesta por compartir la ilusión colectiva y consumar el proyecto institucional que reconduzca a la ONCE a sus auténticos fines. 

Fdo.: La Mesa del Congreso

